Oficio N° 142 -2016
INFORME PROYECTO DE LEY 34-2016 
Antecedente: Boletín N° 10.681-25. 
Santiago, 5 de octubre de 2016.
Mediante oficio N° 168, recibido el 26 de julio último, el Presidente de la Comisión de Seguridad Ciudadana, don Daniel Farcas Guendelman, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Corte el proyecto de ley que modifica el Decreto Ley N° 321, de 1925, que Establece la Libertad Condicional para los Penados, en materia de requisitos para su otorgamiento, correspondiente al Boletín N° 10.681-25.
Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 30 de septiembre del actual, presidida por el subrogante señor Sergio Muñoz Gajardo y con la asistencia de los ministros señores Héctor Carreño Seaman, Carlos Künsemüller Loebenfelder, Haroldo Brito Cruz, señoras Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Lambed() Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señor Carlos Aránguiz Zúñiga, señora Andrea Muñoz Sánchez y señores Manuel Valderrama Rebolledo y Jorge Dahm Oyarzún, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:
	AL SEÑOR PRESIDENTE
DANIEL FARCAS GUENDELMAN COMISIÓN DE SEGURIDAD CIUDADANA H. CÁMARA DE DIPUTADOS VALPARAÍSO
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"Santiago, cuatro de octubre de dos mil dieciséis.
Visto y teniendo presente:
Primero: Que por Oficio N° 168, recibido el 26 de julio último, el Presidente de la Comisión de Seguridad Ciudadana, don Daniel Farcas Guendelman, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió a esta Corte el proyecto de ley que modifica el Decreto Ley N° 321, de 1925, que Establece la Libertad Condicional para los Penados, en materia de requisitos para su otorgamiento (Boletín N° 10.681-25);
Segundo: Que el fundamento de la iniciativa legal en análisis -tal y como aquellas introducidas por los boletines N° 10.654-07, 10.671-07 y 10.696-07, recientemente informados por el Pleno de esta Corte- se construye sobre tres factores diversos: (i) la crítica de la regulación actual del Decreto Ley N° 321, (ii) la alerta sobre la victimización y los altos "índices de temor frente a la delincuencia", y (iii) un supuesto "aumento exacerbado de libertades condicionales" en ciertas regiones, durante el primer semestre del 2015;
Tercero: Que la versión original de la iniciativa legal establecía un artículo único, en el que se inhibía la posibilidad de otorgar la libertad condicional, exclusivamente en aquellos casos en que hubiese habido un informe desfavorable de gendarmería. Sin embargo, en el transcurso de su tramitación legislativa, y especialmente en razón de la discusión que se llevó a cabo en el seno de la comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas, el proyecto en comento cambió su fisonomía por completo, incorporando modificaciones a los artículos 2, 3, 4 y 5 del Decreto Ley N° 321 actualmente vigente, y al artículo 109 del Código Procesal Penal, para introducir las siguientes reformas:
a. un cambio en los criterios de concesión de la libertad condicional, haciéndolos más exigentes y orientándolos a la disminución del riesgo de reincidencia;
b. una restricción de la libertad condicional respecto del delito de violación de adulto y de los crímenes y delitos regulados por la Ley N° 20.357 (delitos de lesa humanidad);
c. cambios procedimentales específicos respecto de la competencia de la Comisión de Libertad Condicional; y
d. el derecho de la víctima a ser informada sobre el requerimiento de libertad condicional de un imputado que haya sido condenado a penas superiores a cinco años de presidio;
Cuarto: Que el oficio remitido por la Cámara solicita exclusivamente el pronunciamiento de la Corte Suprema respecto del inciso 5° del artículo 4° de este proyecto de ley —referido a la facultad que tiene el afectado de interponer recurso de apelación ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificado de la resolución de la comisión que rechace su petición de libertad condicional.
La reforma propuesta para el artículo 4° del D.L. N° 321, establece que las resoluciones que rechacen la libertad condicional, "podrán ser apeladas por el afectado ante la corte de apelaciones respectiva dentro de los cinco días siguientes a su notificación";
Quinto: Que en relación a la propuesta, e informando al tenor de lo que impone el artículo 77 de la Constitución Política de la República, este tribunal estima adecuada la modificación que se plantea, en cuanto introduce un sistema recursivo respecto de la resolución que se pronuncia sobre la libertad condicional, denegándola. Sobre tal aspecto, y con el objeto de guardar debida coherencia con el informe emitido respecto de los proyectos de ley relacionados, contenidos en los boletines N° 10.654-07 y N° 10.671-07, esta Corte considera más ajustado al sistema procesal imperante -en el cual la actividad del Ministerio Público se agota con la imposición de la pena – abstenerse de entregar la tutela de los aspectos regulados en la normativa que se analiza al Ministerio Público, por lo que se reitera dicha observación con ocasión de informar el proyecto que se analiza y, de igual manera, se hace insoslayable insistir en aquello expresado en el informe PL 17​2016 –a propósito de la iniciativa contenida en el boletín N° 10.671-07- en cuanto a la necesidad de introducir la existencia de algún medio de impugnación que permita la revisión, tanto en caso de accederse a la petición de libertad condicional, como ante su rechazo. En el citado informe se dijo: "Referir la revisión –a través de un recurso para ante las Cortes de Apelaciones u otra comisión revisora- sólo en contra de la resolución favorable al interno generaría un desequilibrio injustificado. Por ello, parece necesario que tal medio de impugnación quede también entregado al sentenciado al que se le ha denegado la solicitud";
Sexto: Que, asimismo, para mayor vinculación de los informes que durante el presente ario han sido encomendados a esta Corte, se estima procedente persistir en los motivos pertinentes que se han consignado en los Informes PL 17-2016 y PL 19-2016, correspondientes a los boletines N° 10.671-07 y N° 10.654-07, respectivamente –y que han sido recientemente replicados en el informe PL 42-2016 concerniente al boletín N° 10.696-07- en los cuales se ha enfatizado la imprescindible necesidad de legislar acerca de un futuro sistema de ejecución
penitenciaria que permita atender, de mejor manera, esta cuestión de la libertad condicional y las demás de diversa naturaleza que componen el conjunto de herramientas pensadas para fortalecer el propósito de la resocialización, claramente pendiente. Esto, pues en la actualidad no existe una institucionalidad que asegure mecanismos adecuados de control respecto de la actividad penitenciaria;
Séptimo: Que en este sentido, sólo cabe replicar lo señalado por el Pleno de la Corte a propósito de la tramitación de la Ley N° 20.587, que Modifica el Régimen de Libertad Condicional y establece, en caso de Multa, la pena alternativa de Trabajos Comunitarios:
“(…) el Tribunal Pleno considera que en el tema de la libertad condicional -en tanto se trata de una cuestión propia de la ejecución de las penas-, es necesaria la implementación de un proceso de naturaleza jurisdiccional claramente definido, que asegure contradictoriedad y permita la presencia en él de todos los interesados y, fundamentalmente, se establezcan normas sustantivas que entreguen a los jueces los criterios claros sobre aquellas cuestiones cuya concurrencia en el procedimiento de cumplimiento de la sanción habrá que verificar, de manera tal de permitirles concluir, a la hora de conceder o rechazar una solicitud, si se han o no conseguido todos o algunos de los fines u objetivos de la sanción impuesta" Vid. Oficio de respuesta de la Corte Suprema a propósito de la Ley N°20.587, p. 5. (fundamento 5° del informe citado).
Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expresados el proyecto de ley que modifica el Decreto Ley N° 321, de 1925, que Establece la Libertad Condicional para los Penados, en materia de requisitos para su otorgamiento.
Ofíciese.
PL 34-2016".
Saluda atentamente a V.S.
